
Santiago,  veinticuatro  de mayo  de dos mil veintiuno. 

 VISTO:

En estos autos Rol 15.587-2018, seguidos ante el 23  Juzgado Civil de°  

Santiago, juicio ordinario, caratulados Rafaela Almonte con Hugo Bosh y“  

otra , ” por sentencias de veintis is de abril de dos mil diecinueve é se acogieron 

los incidentes de abandono de procedimiento, con costas.

Apel  de dichos fallos la parte demandante y una Sala de la Corte deó  

Apelaciones de esta ciudad,  por resoluci n de treinta de junio de dos miló  

veinte, los confirm .ó

En contra de esta ltima determinaci n, el demandante dedujo recursoú ó  

de casaci n en el fondo.ó

Se orden  traer los autos en relaci n.ó ó

CONSIDERANDO:

PRIMERO: Que la recurrente denuncia la infracci n del art culo 152ó í  

del C digo de Procedimiento Civil, en relaci n con los art culos 29 del mismoó ó í  

texto  legal  y  390  del  C digo  Org nico  de  Tribunales,  al  acoger  el  falloó á  

impugnado los incidentes de abandono del procedimiento deducidos por los 

demandados, en circunstancias que no se cumple con el presupuesto b sico deá  

la inactividad procesal que se requiere.

Se ala que los sentenciadores han efectuado una ñ err nea interpretaci n yó ó  

aplicaci n del art culo 152 citado, d ndole un sentido que se aleja de su tenoró í á  

literal y esp ritu, al estimar que la notificaci n a su parte de la resoluci n queí ó ó  

cit  a la audiencia de conciliaci n no fue una diligencia til, ya que entiendeó ó ú  

que s lo tiene tal car cter la ltima notificaci n que se efect e a todos losó á ú ó ú  

intervinientes del juicio, puesto que contrariamente a ello, tal acto si tuvo por 

fin dar impulso procesal a la causa.

A ade que ñ debe considerarse que su parte le encarg  y pag  al receptoró ó  

las notificaciones por c dula a ambos demandados, el 11 de marzo de 2018,é  
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es decir, con antelaci n a que se cumpliera con el plazo de seis meses, ya queó  

tal gesti n fue til a la prosecuci n de la causa, desde que constituye unaó ú ó  

actividad procesal que se contrapone al cese  en la prosecuci n del juicio“ ” ó  

exigido por art culo 152 del C digo de Procedimiento Civil,  el cual no seí ó  

puede configurar.

SEGUNDO:  Que  para  una  adecuada  inteligencia  del  asunto  y 

resoluci n del recurso de casaci n en el fondo interpuesto, cabe tener presenteó ó  

los siguientes antecedentes del proceso:

       1.- Rigoberto Torres Morales, abogado, en representaci n de Rafaelaó  

Almonte dedujo demanda en juicio ordinario de indemnizaci n de perjuicios,ó  

en contra de Hugo Bosch Escobar y de la Sociedad M dica y Maternidadé  

Sierra Bella S.A.

       2.- Se evacuaron los tr mites de r plica y d plica.á é ú

       3.- El tribunal por resoluci n de 5 de octubre de 2018 cita a las partes aó  

audiencia  de  conciliaci n,  a  realizar  al  5  d a  contado  desde  la  ltimaó ° í ú  

notificaci n a las partes. ó

       4.- Mediante presentaci n de 4 de marzo de 2019 la demandante seó  

notific  de la resoluci n anterior.ó ó

       5.- El 8 de abril de 2019 se notific  por c dula la resoluci n que cita aó é ó  

la audiencia de conciliaci n a la demandada Sociedad M dica y Maternidadó é  

Sierra Bella S.A. 

       6.-  El  11  de abril  de 2019  se  notific  la  misma resoluci n  aló ó  

demandado Hugo Cristian N stor Bosch Escobar.é

       7.- Mediante escritos presentados el 15 y el 17 de abril de 2019, la 

Sociedad M dica y Maternidad Sierra Bella S.A. y Hugo Bosh Escobar,é  

respectivamente, alegaron el abandono de procedimiento, basados en que 

desde la ltima resoluci n reca da en gesti n til, esto es, la de 5 de octubreú ó í ó ú  
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de 2018, que cit  a conciliaci n, hasta su notificaci n a todas las partes deló ó ó  

juicio, transcurrieron m s de seis meses, sin que se diera curso al proceso.á

       8.-  Al  evacuar  los  traslados  de  las  incidencias  deducidas  la 

demandante, solicit  su rechazo pues no existir a paralizaci n del juicio, enó í ó  

atenci n a que realiz  una gesti n til el 4 de marzo de 2019, antes deó ó ó ú  

vencer  el  plazo de 6 meses,  consistente en la  notificaci n  expresa de laó  

resoluci n de 5 de octubre de 2018. Agrega, que el 11 de marzo de 2019, leó  

encarg  y  pag  a  un  receptor  judicial  la  notificaci n  por  c dula  de  laó ó ó é  

resoluci n de 5 de octubre de 2018 a los demandados por lo que no puedeó  

considerarse que hubiere cese en su actividad.

       9.- El tribunal de primera instancia por resoluciones de 26 de abril de 

2019, acogi  los incidentes, ó determinaciones que fueron confirmadas por el 

tribunal de alzada que conoci  de los recursos de apelaciones interpuestosó  

en contra de dicho fallos, los que fueron acumulados.

       TERCERO:  Que seg n se ha dejado consignado, la sentenciaú  

impugnada,  confirm  las  decisiones  de  primer  grado  que  acogieron  losó  

incidentes  de  abandono  de  procedimiento  por  estimar  que  concurre  el 

presupuesto f ctico del t rmino legal de seis meses- de inactividad de lasá é –  

partes en el proceso, teniendo para ello presente que la ltima diligencia tilú ú  

la  constituye  la  resoluci n  que  cit  a  las  partes  a  la  audiencia  deó ó  

conciliaci n de fecha 5 de octubre de 2018 y que la actuaci n posterior,ó ó  

consistente en la presentaci n por la que el demandante se notifica de dichaó  

resoluci n,  no lo  es,  por  cuanto  no tuvo el  efecto de  hacer  avanzar  eló  

procedimiento, pues faltaba la notificaci n a las otras dos partes, las que seó  

materializaron cuando ya hab an transcurrido m s de seis meses. Adem s,í á á  

descarta  la  alegaci n  del  actor  en  orden  a  que  no  habr a  cese  en  laó í  

prosecuci n del juicio, pues habr a encargado al receptor las notificacionesó í  
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de la aludida resoluci n porque debe tratarse de diligencias realizadas en eló  

juicio.

CUARTO:  Que los  hechos,  as  como los antecedentes generales  delí  

proceso relacionados en los considerandos que preceden, dejan en claro que el 

fundamento  que ha  tenido la  recurrente  para  impugnar  por  la  v a  de  laí  

nulidad  la  decisi n  de  los  jueces  de  fondo lo  construye  sobre  la  base  deó  

sostener que existe una diligencia que estima til -realizada por su parte antesú  

de haberse cumplido el t rmino de seis meses que prescribe el art culo 152 delé í  

C digo de Procedimiento Civil- y que consiste en el escrito presentado el 4 deó  

marzo de 2019, en el que pide se le tenga por notificado expresamente de la 

resoluci n de 5 de octubre de 2018,  que cit  a las  partes a audiencia deó ó  

conciliaci n y el encargo que hizo, el 11 de marzo de 2019, de su notificaci nó ó  

a las partes a un receptor judicial. 

Luego, procede dilucidar si a las mismas o a una de ellas se les puede 

asignar el car cter de gesti n tiles  en los t rminos que estatuye la ley.á “ ó ú ” é

QUINTO: Que  en  este  contexto,  la  situaci n  normativa  estó á 

circunscrita, en principio, a lo que dispone el legislador en el art culo 152 delí  

C digo  de  Procedimiento  Civil,  cuando  estatuye:ó  El  procedimiento  se“  

entiende abandonado cuando todas las partes que figuran en el juicio han  

cesado en su prosecuci n durante seis meses, contados desde la fecha de laó  

ltima resoluci n reca da en alguna gesti n til para dar curso progresivo aú ó í ó ú  

los autos”. Tal instituci n de car cter procesal all  consignada, que tiene lugaró á í  

cuando todas las partes que figuran en el juicio han cesado en su prosecuci nó  

durante el tiempo que la ley se ala, constituye una sanci n para el litiganteñ ó  

que, por su negligencia, inercia o inactividad, da p bulo para que se detengaá  

el curso del pleito, impidiendo con su paralizaci n que ste tenga la pronta yó é  

eficaz resoluci n que le corresponde; y una vez declarado el abandono y poró  

efecto del mismo, las partes pierden el derecho de continuar el procedimiento 
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abandonado y de hacerlo valer en un nuevo juicio, aunque no se extinguen 

sus acciones y excepciones, subsistiendo con todo su valor los actos y contratos 

de  que  resulten  derechos  definitivamente  constituidos;  todo  ello  de 

conformidad con lo dispuesto en el art culo 156 del C digo de Procedimientoí ó  

Civil.

SEXTO:  Que la expresi n cesaci n  de las partes en la prosecuci nó “ ó ” ó  

del juicio, la doctrina la asimila al silencio en la relaci n jur dica, inactividadó í  

motivada por su desinter s por obtener una decisi n de los tribunales sobre elé ó  

conflicto  sometido  a  su  conocimiento.  Sin  embargo,  la  jurisprudencia  ha 

se alado  que  tal  pasividad  debe  ser  imputable ,  esto  es,  advirtiendo  yñ “ ”  

aceptando las consecuencias perjudiciales que podr an derivarse de su desidia,í  

no obstante lo cual nada hacen para activar el procedimiento. En este caso el 

comportamiento es  voluntariamente omisivo,  pudiendo los  interesados,  los“  

demandantes, representarse o no el resultado perjudicial,  confiando en que 

ste no se producir a o acept ndolo. En este mismo sentido se exige que, ené í á  

tales circunstancias,  la parte est  en situaci n de interrumpir efectivamenteé ó  

esta suspensi n en la tramitaci n del procedimiento o comprobar que ya se haó ó  

realizado todo lo que la ley requiere para dejarlo en estado de ser decidido 

por el rgano jurisdiccional. As , debe instar por sacarlo de la inactividad eó í  

impulsarlo  a  su  t rmino  por  medio  de  actuaciones  tiles  a  tal  fin,  de  loé ú  

contrario  no  se  observa  necesidad  que  persevere  en  la  repetici n  deó  

presentaciones que en nada conducir n a su t rmino  (C.S. autos Rol Ná é ” ° 

3.439-05; Rol N  9016-10 y Rol N  957-10).° °

S PTIMO:É  Que de  la  norma citada  en  el  motivo  que precede  se 

desprende que la sanci n al litigante negligente s lo puede prosperar si aqu ló ó é  

ha cesado en la actividad que le corresponde, propia del impulso procesal que 

lo es exigible, por un t rmino que excede los seis meses, contado desde laé  
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fecha de la ltima resoluci n reca da en alguna gesti n til para dar cursoú ó í ó ú  

progresivo a los autos.

Al  respecto,  es  til  se alar  que  el  procedimiento  consiste  en  unaú ñ  

coordinaci n  de  actos  en  marcha,  relacionados  o  ligados  entre  s  por  laó í  

unidad del efecto jur dico final, que puede ser el de un proceso o el de unaí  

fase o fragmento suyo, de modo que en el caso de autos, para que el juicio 

siguiera  el  curso  que  correspond a,  s lo  cab a  al  actor  instar  por  laí ó í  

notificaci n de la resoluci n que recibi  la causa a prueba, nica forma deó ó ó ú  

pasar al estadio procesal siguiente.

OCTAVO: Que a la luz de lo expresado y considerando lo obrado en 

autos  corresponde  concluir  que  a  las  gestiones  invocadas  por  la  parte 

recurrente no pueden atribu rsele la potestad de provocar la interrupci n delí ó  

t rmino referido en el ac pite que antecede, por cuanto carecen del car cteré á á  

de  til  exigido  para  hacer  procedente  los  incidentes  de  abandono“ú ”  

entablados. En efecto, la mera presentaci n por la cual el demandante solicitaó  

se le tenga por notificado de la resoluci n que cit  a las partes a audiencia deó ó  

conciliaci n no importa ni da cuenta de un actuar destinado efectivamente aó  

la  continuaci n  en  la  tramitaci n  del  proceso  con  el  objeto  de  obteneró ó  

finalmente  la  dictaci n  de  la  sentencia  definitiva  que  decida  el  asuntoó  

controvertido;  desde  que  no  se  adoptaron  por  dicha  parte  las  medidas 

pertinentes  para  proceder  a  efectuar  igual  notificaci n  a  los  demandados,ó  

momento a partir de la cual la diligencia decretada y establecida por la ley 

pod a llevarse a cabo. De este modo, no habiendo cumplido el demandanteí  

con  la  carga  de  dar  impulso  al  proceso  su  inacci n  permiti ,ó ó  

indefectiblemente, la paralizaci n del curso del pleito. De manera tal que enó  

el caso en an lisis no puede asign rsele la calidad de til a la gesti n efectuadaá á ú ó  

con fecha 4 de marzo de 2018, ni tampoco el mero encargo a un receptor 

judicial de la notificaci n que deb a hacer a las partes, oportunamente.ó í
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NOVENO: Que de lo expuesto queda en evidencia que al negar los 

jueces del fondo el car cter de til a las diligencias invocadas por la recurrenteá ú  

y,  consecuencialmente,  la  eficacia  de  una  interrupci n  a  ellas,  no  hanó  

incurrido  en  los  yerros  denunciados  al  declarar  el  abandono  del 

procedimiento. As , alí  no haber existido infracci n de los preceptos invocadosó  

por el recurso, ste no puede prosperar y debe ser desestimado. é

De conformidad, adem s, con lo dispuesto en los art culos 764, 766 yá í  

767 del C digo de Procedimiento Civil,  ó se  rechaza  el recurso de casaci nó  

en  el  fondo  interpuesto  por  el  abogado  Rigoberto  Torres  Morales,  en 

representaci n de la parte demandante, en contra de la sentencia de treintaó  

de junio de dos mil veinte.

Acordada con el  voto  en  contra  de la Ministra Sra. Egnem, quien 

estuvo  por  acoger  el  recurso  de  casaci n  en  el  fondo  deducido  por  eló  

demandante por considerar que los sentenciadores incurrieron en el error de 

derecho denunciado, por las siguientes consideraciones:

1 )  Que  la  cuesti n  a  resolver  est  centrada  en  la  calificaci n  que° ó á ó  

corresponde otorgar a la actuaci n por la que la demandante se notific  de laó ó  

resoluci n que cit  a las partes a la audiencia de conciliaci n, puesto que deó ó ó  

estimarse que constituye una gesti n til para dar curso progresivo a los autosó ú  

los incidentes de abandono del procedimiento deben ser rechazados y por el 

contrario,  si  se  considera  que  es  in til,  ociosa  y  carente  de  efectos  queú  

permitan avanzar en el juicio, deben ser acogidos.

2 ) Que previo a otra consideraci n es necesario hacer constar que, en° ó  

cuanto  a  su  fundamento,  el  abandono  del  procedimiento  es  una  sanci nó  

procesal  cuyos  efectos  perjudiciales  recaen  sobre  el  demandante  que  ha 

ejercido la acci n que determina la sustanciaci n del juicio. En este sentido y,ó ó  

en cuanto sanci n, las normas que regulan este incidente especial han de seró  

interpretadas y aplicadas restrictivamente, lo que, entre otros aspectos significa 
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que no es permitido al int rprete adicionar otros presupuestos de procedenciaé  

de la sanci n que l, o los expresamente indicados, en la ley.ó é

3 ) Que el derecho a la acci n est  amparado constitucionalmente desde° ó á  

que se provee, para la protecci n de los derechos e intereses leg timos, laó í  

tutela referida al ejercicio de la acci n en el marco de un debido proceso.ó  

Pero m s all  de eso, la tutela judicial efectiva de los derechos de las personasá á  

trasciende  el  mero  ejercicio  de  la  acci n  y  el  inicio  del  procedimientoó  

destinado a que aqu lla sea sustanciada; la efectividad en la protecci n cubreé ó  

tambi n el espectro de que sea totalmente tramitado el proceso, se obtengaé  

una sentencia definitiva que decida el  conflicto, y que la misma se pueda 

cumplir. Bajo esta mirada del derecho a la acci n y a la sustanciaci n integraló ó  

del proceso para obtener la decisi n judicial definitiva y ejecutarla, vuelve aó  

cobrar relevancia la excepcionalidad de las sanciones procesales que impiden 

la prosecuci n del juicio, y, el imperativo de interpretar restrictivamente lasó  

normas que las consagran. Es en relaci n a los l mites en el ejercicio de laó í  

acci n  que  el  profesor  Alejandro  Romero  Seguel  en  su  libro  Curso  deó “  

Derecho Procesal Civil , tomo I, p g. 69, ha expresado que: Se podr a decir” á “ í  

que en relaci n  al  ejercicio  de este  derecho existe  como pauta rectora  eló  

principio  pro  actione  en  virtud  del  cual  los  rganos  judiciales  deben“ ” ó  

interpretar los diferentes requisitos y presupuestos procesales de un modo m sá  

favorable con el derecho constitucional a obtener la protecci n judicial de losó  

derechos, debiendo rechazarse in limine litis las tesis r gidas o formalistas queí  

puedan privar a las personas de obtener una tutela judicial efectiva de sus 

derechos e intereses leg timos .í ”

4 ) Que en el contexto de lo precedentemente razonado, es evidente°  

la  utilidad  de  la  actuaci n  por  la  que  la  demandante  se  notificaó  

expresamente de la resoluci n que cit  a la audiencia de conciliaci n, la queó ó ó  

tuvo lugar antes de cumplirse el plazo de seis meses desde su dictaci n.ó
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5 ) Que no puede ser considerada inocua o in til la sola notificaci n° ú ó  

de  la  demandante  de  dicha  resoluci n  toda  vez  que  ante  la  supresi nó ó  

hipot tica  de esta actuaci n,  no habr a podido cumplirse  con el  tr miteé ó í á  

dispuesto por la ley del llamado a conciliaci n y avanzar luego a la etapaó  

siguiente del proceso. Adem s, es evidente que para contemplar una ltimaá “ú  

notificaci n a las partes  ha debido mediar una primera , siendo del casoó ” “ ”  

que no existe exigencia legal  en orden a que todas las  partes del  juicio 

deban  ser  notificadas  coet nea  o  simult neamente  de  la  resoluci n  yaá á ó  

comentada.

      6 ) Que, por consiguiente, no existe raz n, ni jur dica ni pr ctica, para° ó í á  

desconocerle el car cter de til a tal notificaci n y asign rselo nicamente aá ú ó á ú  

la ltima practicada a los demandados, desde que cada actuaci n de estaú ó  

naturaleza genera por si misma el efecto de hacer avanzar el curso del juicio 

no evidenci ndose, por ende, inactividad de las partes como pretenden losá  

incidentistas.  Lo  contrario  implicar a  asumir  que  el  legislador  haí  

determinado que dicha resoluci n deba ser notificada a todas las partes deló  

juicio, cualquiera sea su n mero, en el plazo fatal de seis meses, sanci n queú ó  

en modo alguno contempla la regulaci n normativa del proceso civil.ó

      7 ) Que la infracci n del art culo 152 del C digo de Procedimiento° ó í ó  

Civil  ha  tenido  influencia  sustancial  en  lo  dispositivo  de  la  resoluci nó  

impugnada, toda vez que es evidente que los incidentes que, con arreglo a 

las normas y principios de interpretaci n que rigen la materia debieron seró  

desestimados, fueron, en concepto de quien disiente, err neamente acogido.ó

Reg strese y devu lvase.í é

Redacci n a cargo del Ministro se or Juan Eduardo Fuentes Belmar yó ñ  

del voto en contra la disidente.

Rol N  92.032-2020.°
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Pronunciado por la Primera Sala de la Corte Suprema, por los Ministros 

Sra. Rosa Egnem S., Sr. Juan Eduardo Fuentes B., Sr. Arturo Prado P.  y 

Abogados Integrantes  Sr. Ra l Fuentes M. y Sra. Mar a A. Benavides C. ú í

No  firman  los  Abogados  Integrantes  Sr.  Fuentes  y  Sra.  Benavides,  no 

obstante haber concurrido ambos a la vista del recurso y acuerdo del fallo, 

por estar ausentes.
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null

En Santiago, a veinticuatro de mayo de dos mil veintiuno, se incluyó en el
Estado Diario la resolución precedente.
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